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MORA PATRONAL- Rectificación Jurisprudencial /MORA PATRONAL –las Administradoras de Pensiones asumen el pago de la prestación cuando no han adelantado el proceso de gestión de cobro

Los preceptos en relación a la Seguridad Social en pensiones son diáfanos en el sentido de señalar los responsables en caso de mora en el pago de aportes en pensiones, veamos:
La ley 100  de 1993, en su artículo 11 señala: (…)
Y la Honorable Corte Suprema de Justicia en relación a este tema ha manifestado en sentencia 31063  de 26 de agosto de 2008, M. P Camilo Tarquino Gallego, lo siguiente:
Si bien la Sala había venido sosteniendo, que en caso de retardo del empleador en el pago de los aportes de sus trabajadores al régimen de seguridad social, era ese empleador moroso o incumplido quien debía asumir las prestaciones derivadas del Sistema y no las entidades que lo administran, tal criterio jurisprudencial ha sido recientemente rectificado por la mayoría de la Sala, para en su lugar, acoger la tesis contraria, atribuyéndole a la entidad administradora la carga de reconocer la prestación económica, cuando por su responsabilidad no ha activado los mecanismos previstos en la Ley para obtener el recaudo de las cuotas correspondientes a las cotizaciones en mora.

Así en sentencia del 22 de julio de 2008, radicación 34270, la Sala consideró: 

“Las administradoras de pensiones tanto públicas como privadas son elemento estructural del sistema de seguridad social; mediante ellas el Estado provee el servicio público de pensiones, hoy tienen fundamento constitucional en el artículo 48 de la Carta Política, cuando le atribuye al Estado la responsabilidad por la prestación del servicio público de la Seguridad Social bajo su “dirección, coordinación y control”, y autoriza su prestación a través de “entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley”. 

“Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como tales si cumplen una serie de requisitos que las cualifican, bajo el entendido de que toda su actividad ha de estar ordenada a cumplir con la finalidad de prestar el servicio público de la seguridad social.

“Ciertamente las administradoras de pensiones como prestadoras del servicio público de pensiones, su comportamiento y determinaciones deben estar orientadas no sólo a alcanzar sus propias metas de crecimiento y beneficio, sino a  satisfacer de la mejor manera el interés colectivo que se realiza en cada persona que queda desprotegida por haberse cernido sobre sí una enfermedad o trauma que lo deja inválido, o la muerte sobre el miembro de la familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el momento de su retiro de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez. 

 “Es razón de existencia de las Administradoras la necesidad del sistema de actuar mediante instituciones especializadas e idóneas, ubicadas en el campo de la responsabilidad profesional, obligadas a prestar de forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a la calidad de gestoras de la seguridad social, actividad que por ejercerse en un campo que la Constitución Política estima que concierne a los intereses públicos, se ha de estimar con una vara de rigor superior a la que se utiliza frente a las obligaciones entre particulares.

“Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es de carácter profesional, la que le impone el deber de cumplir puntualmente las obligaciones que taxativamente le señalan las normas,    cumplirlas todas con suma diligencia, con prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por fuerza de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 1603 del C.C., regla válida para las obligaciones cualquiera que fuere su fuente, legal, reglamentaria o contractual.

“Dentro de las obligaciones especiales que le asigna la ley a las administradoras de pensiones está el deber de cobro a los empleadores de aquellas cotizaciones que no han sido satisfechas oportunamente, porque a ellas les corresponde garantizar la efectividad de los derechos de los afiliados mediante acciones de cobro como lo dispone el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.

“Si bien la obligación de pago de la cotización está radicada en cabeza del empleador (art. 22 de la Ley 100 de 1993), antes de trasladar las consecuencias del incumplimiento de ese deber al afiliado o a sus beneficiarios, es menester examinar previamente, si las administradoras de pensiones han cumplido el que a ellas les concierne en cuanto a la diligencia para llevar a cabo las acciones de cobro. 

“El afiliado con una vinculación laboral cumple con su deber de cotizar, desplegando la actividad económica por la que la contribución se causa. Esto genera un crédito a favor de la entidad administradora, e intereses moratorios si hay tardanza en el pago.

“Las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se  debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación.  

“Se ha argüido que la atribución de las prestaciones en caso de mora en las cotizaciones a las administradoras de pensiones afecta el equilibrio financiero del sistema; pero es que éste no puede obtenerse disminuyendo la cobertura y en perjuicio del trabajador que sí cumplió con su deber ante la seguridad social como era causar la cotización con la prestación de sus servicios, sino mediante la acción eficaz de las administradoras de pensiones de gestionar el recaudo de los aportes, pues ese mecanismo no puede valer para proteger a las administradoras contra riesgos causados y no para la protección del afiliado.

“En el caso de las entidades del régimen de prima media, pueden proceder al cobro coactivo para hacer efectivos sus créditos; los artículos 2° y 5° del Decreto 2633 de 1994 establecen el requerimiento previo, mediante comunicación escrita dirigida al empleador, como procedimiento en mora por el pago de los aportes a la seguridad social; y si dentro de los quince días siguientes al aviso no se pronuncia el empleador, señalan las normas aludidas, se procede a efectuar la liquidación, la cual presta mérito ejecutivo cuando se trate de administradoras del régimen solidario de prima media. 

“Por lo demás, para el caso específico del ISS, de conformidad con el Estatuto de Cobrazas previsto en el Decreto 2665 de 1988, debe tener por válidas transitoriamente las cotizaciones hasta tanto no se de por calificada de incobrable la deuda por aportes, y sean declaradas inexistentes. Estas disposiciones se han de considerar vigentes por disposición de la Ley 100 de 1993, artículo 31, y por cuanto si bien se han expedido reglamentos en materia de afiliaciones, cotizaciones y aportes, no se ha hecho lo propio en materia de cobranzas.    

 “De esta manera se rectifica una larga tradición jurisprudencial, de no atribuirle responsabilidad a las administradoras de pensiones en el caso de mora del empleador en el pago de cotizaciones a la seguridad social”. 

(…) Por lo anteriormente trascrito  se puede colegir que las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación. De esta manera se rectifica una larga tradición jurisprudencial, de no atribuirles responsabilidad a las administradoras de pensiones en el caso de mora del empleador en el pago de cotizaciones a la seguridad social.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA LABORAL

(Magistrado Ponente: José Pablo Otero Montalvo)

Ref: Proceso ordinario laboral de Pedro Pablo Púa Romero contra El Instituto de Seguro Social

En Santa Marta, a los  nueve (9) días del mes de febrero de dos mil once (2011), siendo las nueve de la mañana, día y hora señalados por auto de primero (1º) de febrero de los cursantes, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el proceso ORDINARIO LABORAL promovido, ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta, por el señor PEDRO PABLO PUA ROMERO, contra EL INSTITUTO DE SEGURO SOCIAL, se constituyeron los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión en audiencia pública para tal efecto.

Acto seguido, la Sala dicta la siguiente SENTENCIA

ANTECEDENTES

El señor PEDRO PABLO PUA ROMERO, promovió demanda ordinaria laboral contra el Instituto de Seguros Sociales, con el propósito de que fuese condenado a reconocerle y pagarle pensión de vejez, mesadas atrasadas, intereses moratorios e indexación.

Para sustentar sus pretensiones manifestó que nació el 2 de enero de 1925; que cumplió los 60 años el 2 de enero de 1985, que cotizo a través de distintos patronales un total de 1.693 semanas; que el 24 de junio de 1994 le solicitó al ISS el reconocimiento y pago de su pensión la cual le fue negada mediante resolución No. 006963 de 1994,   argumento la mora en el pago de los aportes del empleador Fernando García y Cía Ltda;  que cotizó desde el 31 de mayo de 1968 al 30 de septiembre  de 1999, que mediante resolución No. 004531 de 1999, le reconocieron la indemnización sustitutiva de la pensión.
La presente demanda fue admitida y notificada en debida forma a la entidad demandada, quién la contestó a través de mandatario judicial aceptando el hecho cuarto y negó los demás. Se opone a las pretensiones de la demanda por que de acuerdo al régimen jurídico aplicable al presente caso, no hay lugar al reconocimiento y pago de la pensión de vejez, ya que no había cotizado las 500 semanas dentro del cumplimiento de los 60 años, que  exige el acuerdo 049 de 1990. 

Llevados a cabo todos los trámites pertinentes, el juez de conocimiento, que lo es el Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta, desató el lazo jurídico de instancia mediante sentencia de fecha 13 de agosto de dos mil diez (2010), en cuya virtud condenó al ISS a reconocer y pagar la pensión de vejez al demandante, así mismo condenó por concepto de mesadas atrasadas del 17 de julio de 2003 al 30 de julio de 2010, la suma de $41.832.399.00. Declaró parcialmente probada la excepción de prescripción a partir del 17 de julio de 2003 hacía a tras y lo condenó en costas.

El juzgado de primera instancia luego de hacer un análisis de la normatividad aplicable al caso  señaló que declaró  la existencia del derecho pensional pretendido ya que se encuentra probado que el asegurado cumple con la totalidad de los presupuestos previstos  por el acuerdo 049 de 1990, para acceder a la pensión de vejez ya que acredita la edad requerida y un total de 1.339 semanas cotizadas en toda su vida laboral.
Inconforme con esta decisión el apoderado de la parte demandada  interpuso recurso de apelación contra dicha providencia manifestando  que el actor no llena los requisitos para el otorgamiento de la pretensión requerida en la demanda, que la norma aplicable es el  artículo 12 del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 del mismo, que establece para el hombre tener 60 años o más de edad o 55 años si es mujer y 500 semanas pagadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier época; que en el presente caso el demandante tiene en su haber 618 semanas cotizadas de las cuales 148 corresponden a los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima requerida.
Con el objeto de que se desate el recurso de apelación interpuesto por la demandada, en los precisos términos que se dejaron expresados, y que fue concedido en el efecto suspensivo, la totalidad del expediente se encuentra en esta Corporación.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
El demandante es beneficiario del régimen de transición contemplado en el Art. 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que, a 1º de abril de 1994, contaba con mas de cuarenta  (40 años de edad, como que nació el 2 de enero de  1925 (fl. 11).
La calidad de beneficiario del régimen de transición radicada en el promotor de la litis apareja como consecuencia jurídica que le sean aplicables las normas anteriores al sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993, que regulaban la pensión de vejez, en cuanto a la edad, tiempo de servicios, semanas cotizadas y monto de dicha prerrogativa de la seguridad social.

Teniendo en cuenta  el continuo cambio normativo, lo primero que debe hacer el  juez  frente al reclamo de pensión de  vejez es establecer la norma legal aplicable al caso que nos ocupa, lo que significa que se debe  determinar en qué momento se consolidó el derecho a la pensión.

Se debe  tener siempre presente que las normas jurídicas que rigen el trabajo humano subordinado carecen de efecto retroactivo, de suerte que no tienen virtud para cobijar situaciones consumadas o definidas al amparo de disposiciones jurídicas anteriores (artículos 58 de la Constitución Política y 16 del Código Sustantivo del Trabajo). 

Cabe advertir que, dado el efecto general inmediato de las normas laborales y de seguridad social, al igual que el veto de su aplicación retroactiva, es del todo apegado a los mandamientos legales que el juez aplique normas que han perdido vigencia, pero que tienen pleno vigor jurídico por ser las llamadas a gobernar el caso concreto llevado a los estrados judiciales.   

El Juez de  primer grado precisó la controversia, creada alrededor del derecho a la pensión de vejez reclamado en la demanda, a la luz de las disposiciones del artículo 12  del Acuerdo 049 de 1990
Y concluyó que el promotor de la litis  le asiste ese derecho, por cuanto,  cumple con los presupuestos previstos en el artículo 12 del acuerdo 049 de 1990, es decir, edad y haber cotizado1000 semanas en toda su vida laboral

A folios 9, 28 a 30, del expediente se encuentra historia laboral allegada por el demandante, y folios 22 al 25 del cuadernillo del tribunal, obra también historia laboral  que fue solicitada de oficio por este despacho judicial  y expedida por la Gerencia Nacional de Historia Laboral, a través del Departamento de Historia Laboral Seccional,  se refleja que el asegurado ha estado afiliado al Seguro Social para pensiones en forma interrumpida con diferentes empresas, así:

	Empresa
	Fecha
	Días
	semanas

	Juan Miranda Cuello
	1968/05/27 -  1968/12/30
	218
	31.14

	Sin nombre
	1969/04/01 -  1969/06/30
	60
	8.57

	Fernando García y Cía Ltda
	1970/09/01-   1971/01/18
	140
	20

	Raúl Ramiro Roy Ariza
	1980/10/01-   1981/06/30
	273
	39

	Fernando García y Cía Ltda
	1984/01/20-   1994/12/31
	3.999
	571.28

	Fernando García y Cía Ltda
	1995/03/01-   1995/07/31
	150
	21.42

	Fernando García y Cía Ltda
	1995/08/01-   1995/09/30
	60
	8.57

	Fernando García y Cía Ltda
	1995/10/01-   1995/10/31
	30
	4.29

	Fernando García y Cía Ltda
	1995/11/01-   1996/03/31
	150
	21.42

	Fernando García y Cía Ltda
	1996/04/01-   1996/12/31
	270
	38.57

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/01/01-   1997/06/30
	180
	25.71

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/07/01-   1997/07/31
	30
	4,28

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/08/01-   1997/08/31
	30
	4.28

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/09/01-   1997/09/31
	30
	4.28

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/10/01-   1997/11/30
	60
	8.57

	Fernando García y Cía Ltda
	1997/12/01-   1997/12/31
	30
	4.28

	Fernando García y Cía Ltda
	1998/01/01-   1998/04/31
	120
	17.14

	Fernando García y Cía Ltda
	1998/05/01-   1998/12/31
	240
	34.29

	Fernando García y Cía Ltda
	1999/01/01-   1999/09/31
	270
	38.57

	Total
	
	6.340
	905.71


Así mismo aparece a folios 23, 24, 26 del cuaderno principal historia laboral allegada por el demandante  y folios 41, 42, 43, del cuaderno del Tribunal, igualmente figura historia laboral que fue solicitada de oficio por este Despacho, donde se señala que uno de los empleadores del demandante DAIRO BARRIOS, se encontraba en mora en el período comprendido  del 1º de junio de 1977 a  12 de diciembre de 1994, que este período arroja un total de 647 semanas,  las cuales no fueron contabilizadas por el ISS;  con lo cual el asegurado tiene un total de 1.552 semanas validamente cotizadas  en toda  su vida laboral, lo que quiere decir, que el demandante cumplió con los requisitos exigidos por el acuerdo 049 de 1990, como lo es haber cotizado 500 semanas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad requerida o 1000 semanas en cualquier tiempo; por tanto, la entidad demandada  está obligada a reconocer pensión de vejez, por lo tanto se confirmará la decisión del a quo.
Los preceptos en relación a la Seguridad Social en pensiones son diáfanos en el sentido de señalar los responsables en caso de mora en el pago de aportes en pensiones, veamos:
La ley 100  de 1993, en su artículo 11 señala: 

ARTICULO. 17.- Modificado por el art. 4, Ley 797 de 2003 Obligatoriedad de las cotizaciones. Durante la vigencia de la relación laboral deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema general de pensiones por parte de los afiliados y empleadores, con base en el salario que aquéllos devenguen.

Salvo lo dispuesto en el artículo 64 de esta ley, la obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado se pensione por invalidez o anticipadamente.

Lo anterior será sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar efectuando el afiliado o el empleador en el caso del régimen de ahorro individual con solidaridad.

ARTICULO. 22.-Obligaciones del empleador. El empleador será responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajadores a su servicio. Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de su pago, el monto de las cotizaciones obligatorias y el de las voluntarias que expresamente haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad elegida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los plazos que para el efecto determine el gobierno.

El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no hubiere efectuado el descuento al trabajador.

ARTICULO. 24.-Acciones de cobro. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo.

Y la Honorable Corte Suprema de Justicia en relación a este tema ha manifestado en sentencia 31063  de 26 de agosto de 2008, M. P Camilo Tarquino Gallego, lo siguiente:

Si bien la Sala había venido sosteniendo, que en caso de retardo del empleador en el pago de los aportes de sus trabajadores al régimen de seguridad social, era ese empleador moroso o incumplido quien debía asumir las prestaciones derivadas del Sistema y no las entidades que lo administran, tal criterio jurisprudencial ha sido recientemente rectificado por la mayoría de la Sala, para en su lugar, acoger la tesis contraria, atribuyéndole a la entidad administradora la carga de reconocer la prestación económica, cuando por su responsabilidad no ha activado los mecanismos previstos en la Ley para obtener el recaudo de las cuotas correspondientes a las cotizaciones en mora.

Así en sentencia del 22 de julio de 2008, radicación 34270, la Sala consideró: 

“Las administradoras de pensiones tanto públicas como privadas son elemento estructural del sistema de seguridad social; mediante ellas el Estado provee el servicio público de pensiones, hoy tienen fundamento constitucional en el artículo 48 de la Carta Política, cuando le atribuye al Estado la responsabilidad por la prestación del servicio público de la Seguridad Social bajo su “dirección, coordinación y control”, y autoriza su prestación a través de “entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley”. 

“Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como tales si cumplen una serie de requisitos que las cualifican, bajo el entendido de que toda su actividad ha de estar ordenada a cumplir con la finalidad de prestar el servicio público de la seguridad social.

“Ciertamente las administradoras de pensiones como prestadoras del servicio público de pensiones, su comportamiento y determinaciones deben estar orientadas no sólo a alcanzar sus propias metas de crecimiento y beneficio, sino a  satisfacer de la mejor manera el interés colectivo que se realiza en cada persona que queda desprotegida por haberse cernido sobre sí una enfermedad o trauma que lo deja inválido, o la muerte sobre el miembro de la familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el momento de su retiro de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez. 

“Es razón de existencia de las Administradoras la necesidad del sistema de actuar mediante instituciones especializadas e idóneas, ubicadas en el campo de la responsabilidad profesional, obligadas a prestar de forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a la calidad de gestoras de la seguridad social, actividad que por ejercerse en un campo que la Constitución Política estima que concierne a los intereses públicos, se ha de estimar con una vara de rigor superior a la que se utiliza frente a las obligaciones entre particulares.
“Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es de carácter profesional, la que le impone el deber de cumplir puntualmente las obligaciones que taxativamente le señalan las normas,    cumplirlas todas con suma diligencia, con prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por fuerza de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 1603 del C.C., regla válida para las obligaciones cualquiera que fuere su fuente, legal, reglamentaria o contractual.

“Dentro de las obligaciones especiales que le asigna la ley a las administradoras de pensiones está el deber de cobro a los empleadores de aquellas cotizaciones que no han sido satisfechas oportunamente, porque a ellas les corresponde garantizar la efectividad de los derechos de los afiliados mediante acciones de cobro como lo dispone el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.

“Si bien la obligación de pago de la cotización está radicada en cabeza del empleador (art. 22 de la Ley 100 de 1993), antes de trasladar las consecuencias del incumplimiento de ese deber al afiliado o a sus beneficiarios, es menester examinar previamente, si las administradoras de pensiones han cumplido el que a ellas les concierne en cuanto a la diligencia para llevar a cabo las acciones de cobro. 

“El afiliado con una vinculación laboral cumple con su deber de cotizar, desplegando la actividad económica por la que la contribución se causa. Esto genera un crédito a favor de la entidad administradora, e intereses moratorios si hay tardanza en el pago.

“Las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se  debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación.  

“Se ha argüido que la atribución de las prestaciones en caso de mora en las cotizaciones a las administradoras de pensiones afecta el equilibrio financiero del sistema; pero es que éste no puede obtenerse disminuyendo la cobertura y en perjuicio del trabajador que sí cumplió con su deber ante la seguridad social como era causar la cotización con la prestación de sus servicios, sino mediante la acción eficaz de las administradoras de pensiones de gestionar el recaudo de los aportes, pues ese mecanismo no puede valer para proteger a las administradoras contra riesgos causados y no para la protección del afiliado.

“En el caso de las entidades del régimen de prima media, pueden proceder al cobro coactivo para hacer efectivos sus créditos; los artículos 2° y 5° del Decreto 2633 de 1994 establecen el requerimiento previo, mediante comunicación escrita dirigida al empleador, como procedimiento en mora por el pago de los aportes a la seguridad social; y si dentro de los quince días siguientes al aviso no se pronuncia el empleador, señalan las normas aludidas, se procede a efectuar la liquidación, la cual presta mérito ejecutivo cuando se trate de administradoras del régimen solidario de prima media. 

“Por lo demás, para el caso específico del ISS, de conformidad con el Estatuto de Cobrazas previsto en el Decreto 2665 de 1988, debe tener por válidas transitoriamente las cotizaciones hasta tanto no se de por calificada de incobrable la deuda por aportes, y sean declaradas inexistentes. Estas disposiciones se han de considerar vigentes por disposición de la Ley 100 de 1993, artículo 31, y por cuanto si bien se han expedido reglamentos en materia de afiliaciones, cotizaciones y aportes, no se ha hecho lo propio en materia de cobranzas.    

 “De esta manera se rectifica una larga tradición jurisprudencial, de no atribuirle responsabilidad a las administradoras de pensiones en el caso de mora del empleador en el pago de cotizaciones a la seguridad social”. 
A más de lo reproducido, sirven de apoyo para reforzar la nueva tesis adoptada por la Sala, los siguientes:

1.- Para la Corte, la relación triangular que existe entre las entidades que administran el Sistema de Seguridad Social Integral, los empleadores, y los trabajadores afiliados a aquellas, si bien guarda una intima y estrecha conexidad, que impone obligaciones recíprocas para que dicho Sistema opere y cumpla sus objetivos resulta menester deslindar las responsabilidades que a cada uno les compete, frente al incumplimiento de las aludidas obligaciones. En el punto analizado ello es indispensable, pues la asunción del riesgo que se contrata con las Administradoras del Sistema, no fue condicionado por la ley al pago real o recaudo efectivo de los aportes, porque de ser así, ello iría en perjuicio del trabajador afiliado o de sus beneficiarios, máxime cuando la misma entidad ha sido renuente al cobro de los dineros en retardo.

En el marco de las obligaciones que le incumben al empleador frente a sus trabajadores, y que atañen con la seguridad social, se encuentra el de la afiliación de sus servidores a los regímenes previstos en la Ley 100 de 1993 (salud, pensiones y riesgos), así como trasladar a las entidades que los administran y en el término previsto legalmente, los dineros correspondientes a los aportes, previo el descuento de las nóminas y en la proporción señalada en ley. 

A su vez, las entidades que administran el Sistema, además de la obligación de asumir el pago de las prestaciones que amparan, está la de hacer efectivo el cobro de aportes, para lo cual cuentan con los instrumentos legales, pues la responsabilidad del recaudo es de su resorte, conforme lo disponen los artículos 177 y 178 de la ley 100 de 1993, en salud; artículo 24 de la Ley 100 de 1993, en pensiones; y artículo 80 literal c) del Decreto 1295 de 1994, en riesgos profesionales.       

Bajo la anterior premisa, si la entidad que administra el Sistema elude su responsabilidad de recaudar los aportes, al no acudir a los mecanismos legales para su cobro efectivo, no le asiste legitimación para oponerse a asumir el riesgo asegurado, y de esa manera sacar provecho de su propio incuria en detrimento del afiliado.        

3.- Es conveniente precisar que la mora en el pago de los aportes no puede ser imputable al trabajador afiliado, pero en cambio si al empleador y/o a la administradora del Sistema, el primero por la dilación u omisión manifiesta en cumplir con la obligación que asumió, y la segunda, por no ejercer las acciones o procedimientos que la ley le brinda para hacer efectivo el cobro de los aportes. De ahí que esa responsabilidad debe desatarse y decidirse sin perjuicio del afiliado, pues nada tiene que ver con ese incumplimiento; de modo que en principio es la entidad de seguridad la que debe responderle al asegurado por las contingencias amparadas, dejando a salvo las acciones que ésta puede adelantar para recuperar los aportes dejados de percibir por el incumplimiento de los empleadores, y los eventuales perjuicios, y sanciones por parte de las autoridades administrativas, encargadas de ejercer la inspección, vigilancia y control. 

Por lo anteriormente trascrito  se puede colegir que las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación. De esta manera se rectifica una larga tradición jurisprudencial, de no atribuirles responsabilidad a las administradoras de pensiones en el caso de mora del empleador en el pago de cotizaciones a la seguridad social
En las condiciones anteriores, cabe reiterar que se confirmará la decisión del a quo, en cuanto impuso al Instituto de Seguros Sociales la obligación de asumir el pago de la pensión de vejez al demandante
DECISIÓN

Se confirmará el fallo materia de apelación. No hay lugar a decretar condena en costas en la segunda instancia, por la sencilla razón de no haberse causado durante su trámite.

En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
F A L L A:

Primero. CONFIRMASE  la sentencia de trece (13) de agosto de dos mil diez (2010), dictada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santa Marta.

Segundo. Sin costas en esta instancia.

Notifíquese y Cúmplase

Acta No.  003  de 2    de  febrero  de 2011.   

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.


JOSE PABLO OTERO MONTALVO

LAURA MARGARITA MANOTAS GONZÁLEZ            ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO       

